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RESUMEN 

El juicio que fue seleccionado para la realización del presente estudio de caso, es un 

procedimiento ejecutivo, cuyo título base de la acción es un acta transaccional, reconocida 

conforme a la ley, es decir, se encuentra enmarcada dentro de las disposiciones del numeral 3 

del artículo 347 del Código Orgánico General de Procesos. 

La investigación realizada en el procedimiento ejecutivo signado con el número 02331-

2017-01024, pretende establecer si la actuación de los administradores de justicia de primera 

y segunda instancia ha materializado de forma efectiva  al derecho a la seguridad jurídica y la 

tutela judicial efectiva de los sujetos procesales, así como también si la excepción previa de 

cosa juzgada fue resuelta conforme a derecho. 

En el presente trabajo, se estudiará el desarrollo procesal del caso analizado, las garantías 

constitucionales aplicables al mismo; y, la forma en la que se resolvió la excepción previa 

plateada por el demandado. 

En el primer capítulo, se aborda el estudio del procedimiento ejecutivo, que hoy por hoy 

reposa en el archivo pasivo del Complejo Judicial de Guaranda y los objetivos planteados para 

el desarrollo de estudio.  

En el segundo capítulo se desarrollan temas sobre al derecho a la seguridad jurídica, la tutela 

judicial efectiva y la excepción previa de cosa juzgada que son precedidos por los antecedentes 

del juicio ejecutivo.  

En el tercer capítulo, se encuentra la narración del proceso y el estudio crítico del mismo.  

En el cuarto capítulo se expone los resultados de estudio y el impacto de la causa.  

En la parte final del trabajo se ofrecen las conclusiones fruto de la investigación, sobre la 

aplicación de la tutela judicial efectiva, la seguridad jurídica y el debido proceso. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

Acta transaccional: Es un instrumento jurídico de carácter privado, que puede realizarse 

con o sin reconocimiento de firmas ante Notario Público. Su fundamento principal es que por 

medio de la misma se procede a la extinción de obligaciones extrajudicialmente o para prever 

un litigio futuro (https://centrojuridicongya.blogspot.com/2018/08/acta-

transaccional.html#:~:text=Es%20un%20instrumento%20jur%C3%ADdico%20de,para%20p

rever%20un%20litigio%20futuro.) 

Debido proceso: Se denomina debido proceso a un principio general del derecho, que 

establece que el Estado tiene la obligación de respetar la totalidad de los derechos que la ley le 

reconoce a un individuo (https://definicion.de/debido-proceso/) 

Excepción previa: Las excepciones previas son alegaciones que puede proponer el 

demandado para evitar que la demanda prospere, o al menos para demorarla 

(https://www.gerencie.com/que-son-excepciones-previas-y-oportunidad-para-

proponerlas.html) 

Garantía: Amparo o protección jurídica que la sociedad ofrece al individuo, para asegurar 

la efectividad de algún derecho. (http://www.enciclopedia-juridica.com/d/garant%C3%ADas-  

constitucionales/garant%C3%ADas-constitucionales.htm). 

Principios constitucionales: Los principios constitucionales se refieren a los valores éticos, 

sociales, legales e ideológicos consagrados en la constitución de una nación, a partir de los 

cuales se deriva todo el ordenamiento jurídico. Pueden ser llamados también como principios 

fundamentales (https://www.significados.com/principios-constitucionales/) 

Proceso: Progreso, avance. Transcurso del tiempo. Las diferentes fases o etapas de un 

acontecimiento. Conjunto de autos y actuaciones. Litigio sometido a conocimiento y resolución 

https://definicion.de/derecho/
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/garant%C3%ADa/garant%C3%ADa.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/sociedad/sociedad.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/efectividad/efectividad.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/derecho/derecho.htm
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de un tribunal. (https://tuasistentelegal.ec/diccionario-juridico/?dir=2&name-directory-search-

value=proceso&dir=2#name_directory_position) 

Seguridad jurídica: Certeza que tienen los gobernados, es decir, los individuos, de que su 

persona, su familia, sus pertenecías y derechos estén protegidos por las diferentes leyes y sus 

autoridades, y en caso de que se tenga que llevar a cabo un procedimiento legal, éste sea 

realizado según lo establecido en el marco jurídico.  

(https://www.significados.com/seguridad-juridica/). 

Título ejecutivo: Documento que lleva aparejada ejecución. (http://www.enciclopedia-

juridica.com/d/titulo-ejecutivo/titulo-ejecutivo.htm). 

Tutela judicial efectiva: Derecho  constitucional por el que toda persona puede ejercer 

libremente la  defensa  de sus derechos  e  intereses  legítimos ante 

la  jurisdicción. Garantía jurisdiccional a la no indefensión y al libre acceso a los tribunales a 

fin de obtener una resolución fundada en Derecho, a su ejecución y a la utilización del sistema 

de recursos. Supone una garantía procedimental que impone la observancia de las reglas del 

proceso y el derecho a un proceso eficaz y sin dilaciones indebidas (http://www.enciclopedia-

juridica.com/d/tutela-judicial-efectiva/tutela-judicial-efectiva.htm). 

 

 

 

 

 

http://www.enciclopedia-juridica.com/d/documento/documento.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/aparejada-ejecuci%C3%B3n/aparejada-ejecuci%C3%B3n.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/derecho-constitucional/derecho-constitucional.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/defensa/defensa.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/derechos/derechos.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/intereses/intereses.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/leg%C3%ADtimo/leg%C3%ADtimo.htm
http://www.enciclopedia-juridica.com/d/jurisdicci%C3%B3n/jurisdicci%C3%B3n.htm
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INTRODUCCIÓN 

La Constitución de la República del Ecuador, ejerce su imperio en nuestro Estado desde el 

año 2008, en el marco constitucional, se define a nuestro país como un estado constitucional 

de derechos y justicia, en el cual, debe primar en todo momento, el texto de la norma 

constitucional, inclusive sobre todas las otras normas de nuestro ordenamiento jurídico.  

Nuestra Carta Magna en su Art. 75 establece que toda persona tiene derecho al acceso 

gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con 

sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. 

El incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley. 

La materialización de las normas y principios constitucionales son obligatorias para todo 

juzgador o juzgadora, pues dotan a sus actuaciones de validez y legitimidad no solo frente a 

los sujetos procesales sino también ante la sociedad en general, lo que permite a las partes 

procesales sentirse seguras, tanto con el accionar del juez como de que en caso de ser necesario 

puedan impugnar los fallos emitidos e inclusive exista un correcto accionar por parte del 

administrador de justicia en la etapa de ejecución de lo decidido.  

Por otra parte, se establece la obligatoriedad de acatar las decisiones de las resoluciones 

judiciales, no solamente por quienes se encuentran inmersos en el proceso en el cual se las han 

dictado, sino por todas las personas en general, sean naturales o jurídicas, de derecho público 

o de derecho privado, precisamente para que estas resoluciones judiciales se encuentren 

revestidas de plena legitimidad y validez jurídica, se encuentra consagrada la obligación de la 

debida motivación que debe mantener toda resolución emitida por los operadores de justicia, 

pues en caso de no existir esta motivación, el acto o resolución pronunciada carece de valor y 

por tanto no puede, bajo ningún concepto, producir efectos jurídicos de ninguna clase. 



 

XVI 

 

De esta manera, encontramos en la Constitución de la Republica, consagrados los derechos 

que permiten a todo sujeto p´rocesal y, en general a toda persona que pueda 
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CAPÍTULO I 

1. Planteamiento del caso a ser investigado 

 “Análisis de la causa N° 02331-2017-01024 dentro del juicio ejecutivo con relación al 

derecho a la seguridad jurídica, la tutela judicial efectiva y la excepción previa de cosa juzgada” 

Caso No.     02331-2017-01024 

Dependencia Jurisdiccional:     Unidad Judicial  Civil con Sede en el cantón 

Guaranda 

Actor:     Meléndez Granja Alfonso Farid 

Demandado:           Gutiérrez Ordoñez Luis Miguel   

Tipo de Acción:    Ejecutivo 

Año de la Causa:    2017 

Año de Estudio del Caso Práctico:  2020 
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1.1. Presentación del caso 

El actor, Alfonso Farid Meléndez Granja, presentó su demanda contra Luis Miguel  

Gutiérrez Ordóñez, manifestando que el día jueves 5 de mayo de 2016, ante la Notaria Pública 

Dra. Gina Lucia Clavijo, concurrieron los señores Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez y el 

compareciente actor Alfonso Farid Meléndez Granja con el objeto de celebrar una acta de 

constancia y compromiso de pago, mismo que de forma voluntaria, sin presión de ninguna 

naturaleza y con pleno conocimiento de los otorgantes, el señor Luis Miguel Gutiérrez 

Ordóñez, como deudor se comprometió a pagar la cantidad de quince mil dólares americanos 

en su favor por concepto de señalización vial efectuada en diferentes vías principales y alternas 

de la provincia Bolívar, comprometiéndose el deudor a pagarle en cinco meses a partir del 

cinco de octubre de 2016; añade que el deudor señor Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez con la 

referida acta asume su obligación que se encontraba en mora desde el 28 de agosto de 2015. 

Fundamenta su acción en lo que establece el Art. 347 numeral 3 del Código Orgánico General 

de Procesos; deja anunciado sus medios de prueba y el lugar en donde se debe citar a la parte 

demandada.  

Calificada y aceptada la demanda para que se sustancie en procedimiento ejecutivo, acorde 

a lo prescrito en los Arts. 347, 348 y 349 del Código Orgánico General de Procesos. Se dispuso 

la citación del demandado señor Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez en su respectivo domicilio, 

para que en el término quince días pague el valor de la obligación demandada o proponga 

excepciones, bajo las prevenciones previstas en el Art. 358 del Código Orgánico General de 

Procesos. El demandado fue citado mediante tres boletas, quien haciendo uso de su derecho 

constitucional a la defensa, comparece a juicio contestando la demanda, oponiéndose a la 

misma y deduciendo las excepciones de nulidad formal o falsedad del título y cosa juzgada. 
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En sentencia de primera instancia, se aceptó la excepción previa de cosa juzgada, 

consecuentemente declaró sin lugar la demanda ordenando su archivo, sentencia que fue 

apelada dentro de la misma audiencia por el actor. 

En segunda instancia, los jueces de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia 

de Bolívar, rechaza el recurso de apelación interpuesto por el actor Alfonso Farid Meléndez 

Granja y confirma la sentencia recurrida. 

En este estudio de caso, se  analiza  el accionar de los jueces de la Unidad Judicial Civil 

del cantón Guaranda y de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, 

en la aplicación a los sujetos procesales del derecho a la seguridad jurídica, la tutela judicial 

efectiva y la excepción previa de cosa juzgada durante la sustanciación y resolución del proceso 

02331-2017-01024, el análisis se enfocará: 

- La seguridad jurídica, artículo 82 de la Constitución de la  República. 

- La tutela Judicial efectiva, artículo 75 de la Constitución de la República.   
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1.2. Objetivos del estudio de caso 

1.2.1. Objetivo general 

Determinar si en el caso objeto de estudio, los jueces de primer y segundo nivel aplicaron 

de forma eficaz  el derecho a la seguridad jurídica, la tutela judicial efectiva establecidos en los 

artículos 75 y 76 de la Constitución de la República, respecto de la excepción previa de cosa 

juzgada planteada por el demandado. 

1.2.2. Objetivos específicos 

 Determinar si en el proceso en estudio, la sentencia dictada por la administradora de 

justicia de primer nivel, rechazando la demanda, fue dictada conforme a derecho.  

 Establecer si dentro del caso en estudio, la sentencia de segunda instancia, que rechazó el 

recurso de apelación, fue dictada acorde a la realidad procesal.  

 Comprobar si en el caso en estudio, la excepción previa de cosa juzgada fue resuelta 

conforme a derecho y a las disposiciones del Código Orgánico General de procesos.  
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CAPÍTULO II 

2. Contextualización del Caso 

2.1 Antecedentes del caso 

El actor señor Alfonso Farid Meléndez Granja comparece con su demanda el 28 de 

septiembre del 2017 a las 10h01, en contra del señor Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez, 

manifestando que el día jueves 5 de mayo de 2016, ante la Notaria Pública Dra. Gina Lucia 

Clavijo, concurrieron los señores Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez y el compareciente actor 

Alfonso Farid Meléndez Granja con el objeto de celebrar una acta de constancia y compromiso 

de pago, mismo que de forma voluntaria, sin presión de ninguna naturaleza y con pleno 

conocimiento de los otorgantes, el señor Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez, como deudor se 

comprometió a pagar la cantidad de quince mil dólares americanos en su favor por concepto 

de señalización vial efectuada en diferentes vías principales y alternas de la provincia Bolívar, 

comprometiéndose el deudor a pagarle en cinco meses a partir del cinco de octubre de 2016; 

añade que el deudor señor Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez con la referida acta asume su 

obligación que se encontraba en mora desde el 28 de agosto de 2015. Fundamenta su acción en 

lo que establece el Art. 347 numeral 3 del Código Orgánico General de Procesos; deja 

anunciado sus medios de prueba y el lugar en donde se debe citar a la parte demandada.  

Con fecha 24 de octubre del 2017, las 15h15, fue calificada y aceptada la demanda trámite 

para que se sustancie mediante PROCEDIMIENTO EJECUTIVO acorde a lo prescrito en los 

Arts. 347, 348 y 349 del Código Orgánico General de Procesos. Se dispuso la citación del 

demandado señor Luis Miguel Gutiérrez Ordóñez en su respectivo domicilio, para que en el 

término quince días pague el valor de la obligación demandada o proponga alguna de las 

excepciones que se crea asistido, bajo las prevenciones previstas en el Art. 358 del Cuerpo 

Legal antes citado.  
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La citación al demandado se lo ha practicado mediante tres boletas, como se desprende de 

la razón  sentada con fecha 14 de noviembre del 2017, las 08h50, quien haciendo uso de su 

derecho constitucional a la defensa, comparece a juicio contestando la demanda con fecha 01 

de diciembre del 2017 las 08h40, oponiéndose a la misma y deduciendo las excepciones de 

NULIDAD FORMAL O FALSEDAD DEL TÍTULO Y COSA JUZGADA. Mediante auto de 

sustanciación de fecha 25 de enero de 2018, las 11h19 se calificó la contestación dada a la 

demanda, corriendo traslado a la parte actora por el término de diez días y convocando a las 

partes a audiencia única.  

La Audiencia Única se celebró con fecha 01 de marzo del 2018,  en la misma la Jueza de la 

Unidad Judicial Civil con sede en el cantón Guaranda, dictó sentencia de forma oral, en la cual 

ACEPTA LA EXCEPCIÓN PREVIA DE COSA JUZGADA, consecuentemente declara SIN 

LUGAR LA DEMANDA ordenando su archivo. Al haber la presente causa ha concluido en 

los términos señalados en esta sentencia, nada hay que resolver sobre la excepción de nulidad 

formal o falsedad de título. Por cuanto el actor Alfonso Farid Meléndez Granja interpuso 

recurso de apelación, se le concedió este recurso en el efecto suspensivo. Dicha sentencia fue  

notificada por escrito el 05 de marzo del 2018, las 16h30. 

En audiencia de recurso de apelación, celebrada el 08 de mayo del 2018, la Sala 

Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, rechazó el recurso de apelación 

planteado por el actor, sentencia que fue notificada por escrito con fecha 09 de mayo del 2018, 

las 15h55. 

2.2. Fundamentación teórica del caso 

2.2.1. La tutela judicial efectiva en la Constitución de la República del Ecuador. 

Adentrándonos en el estudio de la tutela judicial efectiva, en la Constitución de la República 

del Ecuador, en primer término debemos tener presente la propia naturaleza del Estado 
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Ecuatoriano, conforme las disposiciones de nuestra Norma Suprema, la cual nos dice que el 

Ecuador es un estado constitucional de derechos y justicia, lo cual impone la obligación de que 

en todo momento, se debe asegurar la aplicación del texto constitucional y la plena vigencia de 

los derechos en él consagrados. 

La organización jurídico-política, asentada en un territorio determinado, que se 

fundamenta en una democracia participativa, cuyo principal instrumento rector es 

la Constitución, puesto que los poderes se someten a ella – principio de juridicidad-

, para hacer efectivo el respeto y ejercicio equitativo de los derechos; a través de la 

juridicidad se reemplaza el principio de que la autoridad solo puede hacer lo que la 

ley le permite; pues ahora la autoridad solo puede actuar hasta los límites 

establecidos en la Constitución; ello no significa menospreciar el principio de 

legalidad, sino ratificar la supremacía que ostenta la Carta Fundamental en el 

Estado constitucional. (Jaramillo, V. 2011, p. 8-9) 

En lo que se refiere al texto Constitucional, encontramos consagrado el derecho a la tutela 

judicial efectiva en el artículo 75 de la Constitución de la República: 

“Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, 

imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El 

incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley.” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

La norma constitucional entrega a toda persona, incluidas las personas jurídicas sean de 

derecho público o de derecho privado, la posibilidad de concurrir de forma gratuita ante la 

administración de justicia, gozando de equidad e igualdad dentro de todo el desarrollo del 

proceso, esta igualdad procesal debe materializarse a través de la aplicación de los principios 
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de inmediación, que consagra la obligación del administrador de justicia a mantenerse en un 

contacto directo de manera simultánea con los sujetos procesales al momento de producir y 

actuar la prueba; y, del principio de celeridad que le concede a los justiciables la posibilidad de 

que el acceso a la justicia no solamente sea gratuito, sino que esta sea ágil y oportuna al 

momento de resolver las pretensiones a ella planteadas de tal suerte que  todo proceso judicial 

debe ser despachado de forma oportuna no solo en su sustanciación sino también al momento 

de su resolución y de ser el caso en la etapa de impugnación. El ejercicio del derecho a la tutela 

judicial efectiva, también consagra el derecho de las partes procesales a siempre poder ejercer 

su derecho a la defensa, pues de no ser así el proceso se vaciaría de nulidad, de tal forma que 

nadie puede ser despojado de su derecho a la defensa en ningún estado del proceso. 

El acceso a la justicia y el derecho a la tutela judicial efectiva son reconocidos 

como derechos fundamentales por la Constitución de la República del Ecuador. 

Pero ponerlos en ejecución son también principios de la administración de justicia 

que se constituyen en un deber de los juzgadores y contribuyen a la seguridad 

ciudadana. (Zambrano, S. 2016). 

Tal como dice Zambrano, tanto el acceso a la justicia como la tutela judicial efectiva son 

derechos fundamentales dentro de nuestro ordenamiento jurídico, sin embrago al momento de 

materializarlos, estos se convierten también en principios de  la propia administración de 

justicia, los cuales al ser de aplicación obligatoria por todo administrador de justicia, se 

convierten en una forma de materializar la seguridad de toda la ciudadanía en general. 

2.2.1.1. Derecho a la seguridad jurídica. 

En lo que al derecho a la seguridad jurídica se refiere, este se lo entiende como un derecho 

atribuido a todas las personas que en cualquier circunstancia se vean obligadas o ante la 

necesidad de concurrir ante la administración de justicia en un proceso, este proceso se lleve a 
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efecto de la manera que la ley lo establece, para lo cual la norma que lo regula debe existir 

previamente al inicio del juicio, sea cual fuere la naturaleza del proceso. En la materialización 

de este derecho se encuentra la presunción de conocimiento de la normativa jurídica 

preexistente en un determinado estado, de tal suerte que en caso de ser la persona requerida 

ante la administración de justicia, esta conoce las normas bajo las cuales se le va a juzgar y por 

tanto puede exigir su aplicación sin más argumento que el propio texto Constitucional. 

El derecho a la seguridad jurídica se encuentra consagrado en la Norma Suprema, con el fin 

de crear un ambiente de confianza entre todos los habitantes de un Estado, y en el caso de que 

por algún motivo se omita el cumplimiento de alguna norma por parte del juzgador, esto sea 

reclamado por el sujeto procesal perjudicado, exigiendo la inmediata aplicación de la ley que 

corresponde.   

2.2.1.2. La seguridad jurídica como garantía de derechos. 

Al momento de estudiar a la seguridad jurídica, debemos entenderla  como una garantía que 

no se encuentra establecida con el fin de abrir la puerta al ejercicio eficaz de otros derechos 

que deben aplicarse plenamente dentro de un proceso, sea cual fuere su naturaleza, y  que en 

el caso de que estos derechos no sean aplicados o sean violentados de alguna forma, esta 

omisión o vulneración, sea castigada de manera proporcional al perjuicio recibido. 

La seguridad jurídica como garantía de los derechos subjetivos tiene variadas 

implicaciones. Por un lado, exige de los poderes públicos una actuación tal que, en 

palabras de SPINOZA, permita “a cada uno, en tanto sea posible, vivir en 

seguridad”. También implica que esté prevista una sanción para el agresor de los 

derechos subjetivos; caso contrario, tales derechos terminarían siendo ineficaces, 
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porque su ejercicio se vería impedido por la conducta del agresor. (Narváez, L. 

2007. P. 60). 

2.2.1.3. La seguridad jurídica y la Constitución de la República del Ecuador. 

En lo que a la seguridad jurídica se refiere, esta se encuentra consagrada en el artículo 82 de 

la Constitución de la República:  

El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución 

y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 

autoridades competentes. (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Del artículo citado, se infiere claramente la naturaleza y alcance del derecho a la seguridad 

jurídica, pues este nace con el fin específico de proteger a una persona de posibles abusos u 

omisiones por parte del órgano administrador de justicia, que es una parte del Estado en sí 

mismo, de tal suerte que obliga al administrador de justicia a aplicar en todo momento las leyes 

que, deben preexistir al momento de iniciada la contienda legal, obviamente la propia 

Constitución establece la necesidad de que el texto de estas leyes cuenten en su texto con una 

claridad absoluta, sin prestarse a dobles interpretaciones o sin que tenga un sentido confuso, a 

más de esto una característica esencial de estas normas es que son de carácter público, ejercen 

su imperio sobre todos los habitantes del estado sin limitación alguna, a más de esto, es potestad 

privativa de los administradores de justicia el aplicar estas normas. 

Precisamente el derecho a la seguridad jurídica, a más de proteger a la persona sobre 

posibles abusos u omisiones de parte del órgano administrador de justicia, también obliga al 

juzgador a que muestre un desempeño imparcial y transparente a lo largo de toda la tramitación 

de la causa, independientemente de la naturaleza de la misma, evitando de sa manera cualquier 

tipo de situación anormal dentro y fuera del proceso, de tal suerte que los sujetos procesales 

cuenta con la seguridad de que e el proceso sea llevado conforme a la Constitución y a la ley, 
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caso contrario quien atente contra esta obligación del juez, o el juez mismo será sujeto de la 

sanción respectiva, en este sentido esta consagrad la obligación de motivar las decisiones de 

toda autoridad pública, y más aún para un juez que en todo momento debe desempeñar su rol 

de garantista de derechos conforme manda la Constitución.  

En efecto, la exigencia constitucional de la motivación de «las resoluciones de 

los poderes públicos» no es sino un desarrollo del principio-derecho de la seguridad 

jurídica previsto en la misma Constitución. Una persona que recibe una resolución 

inmotivada, o bien termina siendo titular de un derecho en indefensión, pues al no 

saber de qué se le acusa o por qué razones debe subjetivo incierto, o bien resulta 

agraviada de tal forma que queda en indefensión, pues al no saber de qué se le acusa 

o por qué razones debe cumplir una obligación, difícilmente podrá recurrir del acto, 

sumándose a lo anterior que el individuo carecerá de certeza sobre cuál debe ser su 

conducta a futuro. (Narváez, L. 2007. P. 60-61). 

En este sentido encontramos que la obligación del juez de motivar la decisión, se constituye 

en una forma de cerciorarse en el cumplimiento del derecho a la seguridad jurídica, ya que el 

momento en el que el administrador de justicia expone los motivos que le llevaron a tomar tal 

o cual decisión,  si uno de los intervinientes en el proceso se siente afectado, puede de presentar 

los medios de impugnación que la ley le faculta y de los cuales se cree asistido con el propósito 

de que se enmiende la vulneración de la cual se considera haber sido objeto. 

2.2.2. La tutela judicial efectiva. 

La tutela judicial efectiva, consiste en el derecho que tiene toda persona a que en caso de 

ser necesaria su comparecencia ante el órgano administrador de justicia, la resolución que se 

dicte se encuentre perfectamente adecuada a las normas legales que se aplican a determinada 

materia  debiendo desarrollarse el proceso judicial con estricto apego a la norma que lo rige y 
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a la forma en que se debe ejecutar la decisión adoptada, este derecho se aplica en todo 

momento a los sujetos procesales de tal forma que asegura su derecho a poder defenderse 

legítimamente e incluso su facultad de recurrir de las decisiones judiciales. 

La tutela judicial efectiva, entonces asegura a toda persona un adecuado ejercicio de otros 

derechos, especialmente que en el caso de necesidad de comparecer ante la función judicial, 

lo hace protegido por su derecho a la tutela judicial efectiva, el cual se ejercita desde el inicio 

hasta el final de todo procedimiento judicial, y al decir el final de un procedimiento incluimos 

la resolución o sentencia e inclusive la ejecución y la impugnación.   

2.2.1. Origen de la tutela judicial efectiva.  

Al referirnos a la tutela judicial, nos adentramos en el estudio de un derecho, que sin duda 

se encuentra íntimamente ligado a la historia humana desde su más remoto origen, es por esto 

que ya en la primera manifestación plausible del derecho, como lo es el Código de Hammurabi, 

lo encontramos plasmado como un principio que busca humillar a los malos e injustos e impedir 

que el poderoso perjudique al débil. 

Con el devenir de la historia encontramos otro cuerpo legal que marca un hito en la 

evolución de la tutela judicial efectiva, esto es en la Carta de las Libertades de Inglaterra, ya 

hacia el siglo XI determinado en su texto el conocido como el derecho de la ley de la tierra “per 

legemterrae, by the law of the land”: 

La Carta Magna de las Libertades de Inglaterra de 1215, que es la consecuencia de 

la rebelión propiciada por la nobleza, debido a los excesos de la monarquía, ello 

devino en la expedición del aludido instrumento, que fue emitido, durante el gobierno 

de Juan Sin Tierra; más adelante, consecuencia de la Revolución Inglesa o llamada 

también “Revolución Gloriosa” de 1688, se dictó la Declaración de Derechos (The 
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Bill of Rights) que recogió los preceptos de la carta fundamental de 1215, adicionando 

la limitación del poder del rey, y priorizando las atribuciones del Parlamento. 

(Jaramillo, V. 2011, p.35). 

Tal como nos dice Verónica Jaramillo, el proceso evolutivo posterior a la ley promulgada 

por el Rey Juan Sin Tierra encontramos la denominada Revolución Gloriosa en Inglaterra en 

el año de 1688, se produjo la Declaración de Derechos, que no solo recogía los postulados de 

la Carta de 1215, sino que los hacía progresar pues esta Declaración de Derechos limitaba el 

poder del rey propulsando las potestades del parlamento, lo cual implicaba un cambio en  forma 

de gobernar.  

De esta Declaración de Derechos damas un paso trascendental en la historia jurídica del 

hombre, pues llegamos al año de 1789 en el cual se da la Declaración de los Derechos del 

Hombre y del ciudadano: 

Consagra los principios de libertad, igualdad y fraternidad que fueron propugnados 

por el movimiento de la ilustración, representado por pensadores como Montesquieu, 

Rosseau, Voltaire, y Diderot; posteriormente se desarrollaron no solo el contenido de 

los derechos, sino sus sistemas de protección, mediante instrumentos internacionales 

como la Carta de las Naciones Unidad, La Declaración Universal de los Derechos 

Humanos (Jaramillo, V. 2011, p.35-36). 

Como hemos visto, la tutela judicial efectiva puede aparentemente tratarse de una 

innovación en nuestro andamiaje jurídico, no es así pues cuenta con una amplia historia y 

evolución dentro del derecho universal, que lo ha convertido precisamente en una de las bases 

fundamentales de los derechos establecidos en toso sistema jurídico a nivel internacional, y por 

su puesto en el caso de nuestro país. 
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2.2.2.2. Índole de la tutela judicial efectiva. 

La tutela judicial efectiva, es un derecho que se desenvuelve dentro del ámbito subjetivo, 

pues su protección se extiende ampliamente sobre todos los habitantes de un estado,  de tal 

suerte que de ser necesario el ejercicio de este derecho, se lo puede realizar sin limitación de 

ninguna naturales ya se en razón de la materia, del territorio o en razón del propio administrador 

de justicia que está llamado a velar por la correcta, inmediata y continua aplicación de este 

derecho. 

Ya la esencia de este derecho, nos muestra que encuentra su génesis en el derecho natural, 

presentando su evolución continua a través de los diferentes instrumentos internacionales que 

cristalizaron los elementos legales que rigen a los diferentes institutos del derecho internacional 

La tutela judicial efectiva, ostenta su carácter subjetivo, al encontrase concedido su ejercicio 

a todo habitante de un estado, sin discriminación de ninguna naturaleza 

2.2.2.3. Esfera de acción de la tutela judicial efectiva. 

Al hablar del radio de acción determinado en el cual se encuentra la tutela judicial efectiva, 

nos encontramos con que este es amplio, realmente amplio en relación a lo que a ojos del 

profano puede tener, de tal manera que este derecho no solamente se aplica al momento en el 

cual una persona tiene la necesidad de asistir ante la administración de justicia. 

No sería correcto concluir a priori que el derecho a la tutela judicial efectiva 

queda satisfecho con el mero acceso a la jurisdicción. Es preciso entonces que tal 

apertura sea correspondida con una decisión sobre el fondo del asunto, que reúna 

los requisitos constitucionales y legales del caso, y la garantía para los justiciables 

de que sus pretensiones serán resueltas con criterios jurídicos razonables. 

(Zambrano, S. 2016). 
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Tal como lo manifiesta Zambrano, nos encontramos ante un derecho que no se ve 

perfeccionado solamente con la mera comparecencia de la persona ante el órgano 

administrador de justicia, sino que la resolución que dicte el juez debe encontrase en armonía 

con lo que está siendo materia de la Litis, atribuyendo a la resolución del juzgador la necesidad 

de ostentar todos los requisitos que tanto la Norma Suprema como la ley aplicable a la materia 

le exigen al momento de resolver, estableciendo la necesidad de  que esta resolución sea 

fundamentada no solo en la ley sino conforme al derecho que de una manera clara se aplica al 

caso en concreto. Bajo este criterio, podemos decir que la tutela judicial efectiva tiene estas 

características:  

 Acceso a la administración de justicia sin restricción de ningún tipo. 

 Decisión de la controversia conforme a la norma constitucional y a la realidad 

procesal.  

 La resolución que se dicte sobre el objeto de la Litis debe ser conforme a la 

Constitución, al  derecho y al mérito de los autos. 

 La decisión dictada al resolver la causa debe cumplirse 

 Se cuenta plenamente con el derecho a impugnar las decisiones judiciales.  

Partiendo de las características enumeradas, queda plenamente establecido que la tutela 

judicial efectiva consagra a favor de los justiciables su derecho a no ser vulnerados de ninguna 

forma en la tramitación procesal y su resolución, guardando todo el proceso armonía no 

solamente con la norma que le fuere aplicable para tramitarlo y resolverlo, sino que las 

decisiones que se dicten dentro del mismo deben tener correlación directa con los medios 

probatorios entregados oportunamente por los sujetos procesales y en cualquier caso siempre 

tener vigente el derecho de las partes a presentar sus medios de impugnación conforme a la 

norma pertinente. 
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2.2.3. La cosa juzgada. 

El instituto procesal de la cosa juzgada, se convierte en uno de los cimientos sobre el que 

descansa el derecho a la seguridad jurídica, pues la cosa juzgada le impide a cualquier juez el 

conocer una causa que haya sido resuelta con anterioridad, sea por el mismo juzgador o sea por 

otro diferente, de tal suerte que al existir un pronunciamiento o resolución anterior al proceso 

que se ha iniciado, el juez que conoce el nuevo juicio, no puede volver a pronunciarse sobre lo 

que ya fue resuelto previamente. 

2.2.3.1. Requisitos de la cosa juzgada. 

Para que el instituto de la cosa juzgada, se perfeccione, existen requisitos que se debe  tener 

en consideración: 

La identidad subjetiva, que es la participación de los mismos sujetos procesales tanto en el 

proceso resuelto previamente como en el que se inicia de manera posterior. 

La identidad objetiva; en este caso, el objeto que se litiga, es el mismo en los dos 

procedimientos, es decir se exige la misma cosa, cantidad o hecho, o de ser el caso, las dos 

acciones se basan en la misma causa o derecho. 

 Entonces si encontramos el caso de que se proponga un procedimiento en el cual se reúnan 

los elementos descritos, este no puede ser juzgado nuevamente, 

2.2.3.2. Clasificación de la cosa juzgada. 

Para entender mejor la forma en la que opera el instituto de la cosa juzgada, la clasificaremos 

en dos formas: 

Cosa juzgada formal, en el caso de la cosa juzgada formal, al momento de dictarse la 

resolución en el proceso, esta no se lo hace sobre el asunto materia de litigio en el mismo, sino 

sobre las excepciones dilatorias que se hayan planteado en el mismo, es decir que si estas 
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excepciones son saneadas en lo posterior, puede volver a juzgarse el asunto que será materia 

de sentencia. 

Cosa juzgada material, en este caso no podrá empezar otro proceso sobre lo mismo que ya 

ha sido resuelto, pues el pronunciamiento del administrador de justicia, se convierte en 

definitivo, no solo para quien dictó la resolución, sino también para otros juzgadores, pues se 

presenta la imposibilidad de poder volver a tratar el mismo asunto en otro juicio y lo mismo 

sucede con los efectos de la resolución dictada y que ha pasado por autoridad de cosa juzgada. 

2.2.3.3. La cosa juzgada y el principio non bis in idem. 

En el caso del instituto de la cosa juzgada,  esta se encuentra íntimamente relacionada al 

principio non bis in ídem, esto por cuanto queda claro que toda resolución que pasa por 

autoridad de cosa juzgada, es por mandato legal, inamovible, razón por la cual precisamente al 

ser juzgada y resuelta una causa, no puede volver a ser sometida a la administración de justicia. 

En la sentencia No. 012-14-SEP-CC, la Corte Constitucional se refiere al instituto de la cosa 

juzgada: 

“…la cosa juzgada por su parte, resulta en un atributo, en una calidad que el 

ordenamiento jurídico destina a la sentencia, cuando esta cumple con los requisitos 

para que quede firme: sea inimpugnable (cosa juzgada formal) y sea inmutable 

(cosa juzgada material). (.) En este sentido, resulta lógico considerar a la cosa 

juzgada, como una condición determinante para la aplicación de la prohibición del 

non bis in ídem, considerando que una vez que existe una decisión judicial 

expedida, la decisión que provenga del segundo caso, podría presentar 

contradicciones a la primera, riesgo que no es palpable, en cambio cuando se 

encuentran dos procesos pendientes, cuyo resultado aún es incierto.; Razón por la 

cual, la normativa que rige cada materia, establece instituciones jurídicas con las 



 

18 

 

que cuentan las partes procesales a fin de que no se llegue a materializar la 

vulneración del principio non bis in ídem, las cuales deben ser alegadas en los 

momentos oportunos y bajo las formas procedimentales determinadas por la Ley y 

la jurisprudencia…” 

2.2.3.4. La autoridad de cosa juzgada de las resoluciones judiciales. 

En lo que se refiere a la forma en la que opera la cosa juzgada en las providencias judiciales, 

entiéndase sentencias y autos interlocutorios, el artículo 99 del Código Orgánico General de 

Procesos, dispone: 

Art. 99.- Autoridad de cosa juzgada de los autos interlocutorios y de las 

sentencias. Las sentencias y autos interlocutorios pasarán en autoridad de cosa 

juzgada en los siguientes casos: 

1. Cuando no sean susceptibles de recurso. 

2. Si las partes acuerdan darle ese efecto. 

3. Si se dejan transcurrir los términos para interponer un recurso sin hacerlo. 

4. Cuando los recursos interpuestos han sido desistidos, declarados desiertos, 

abandonados  o resueltos y no existen otros previstos por la ley. (Código 

Orgánico General de Procesos, 2015) 

Entonces queda claro que las providencias judiciales pasan por autoridad de cosa juzgada 

cuando la ley niega la facultad de recurrir de ellas, cuando las partes expresamente han 

acordado el concederla la calidad de cosa juzgada a la resolución, cuando no se ha impugnado 

la resolución dentro del término que la ley prevé para el efecto; y, cuando los recursos que se 

hubiesen presentado no se concluyan ya sea por que fueron desistidos, declarados desiertos, 

abandonados  o fueron  resueltos y la ley no permite otros recursos. 
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2.2.4. La excepción previa. 

En el caso de las excepciones previas es necesario para entender su naturaleza y efectos el 

definirlas, en este sentido Chiovenda, G. (1989, pág. 394) la excepción en sentido en sentido 

propio es, pues, un contra derecho fr4ente a la acción, y, precisamente por esto, un derecho 

de impugnación, es decir un derecho potestativo dirigido a la anulación   de la acción. 

Entonces queda clara la propia naturaleza de la excepción como una herramienta procesal 

consagrada únicamente para ser usada por el accionado o el reconvenido como un mecanismo 

de defensa ante la pretensión planteada en la demanda o en la reconvención, en este sentido, es 

potestad del demandado o reconvenido el poder esgrimirla dentro del proceso al momento de 

comparecer a juicio o de contestar la reconvención planteada, quedando siempre a cargo de 

quien la plantea el probarla conforme a derecho. 

2.2.4.1. La cosa juzgada como excepción previa en el Código Orgánico General de 

Procesos. 

Las excepciones previas se encuentra enumeradas en el artículo 153 del Código Orgánico 

General de Procesos, en sus diez numerales, se debe tener presente que las excepciones de la 

uno a la cinco, son saneables, es decir que al momento de ser tratadas y resueltas, la ley prevé 

continuar con la sustanciación de la causa sin necesidad de que se declare la nulidad o se 

concluya con el proceso; mientras que las excepciones de la seis a la diez, son insaneables, por 

tanto al no poder ser subsanadas de ninguna forma estas extinguen al proceso 

La excepción previa de la cosa juzgada, se encuentra en el numeral 8 del citado artículo 153 

del Código Orgánico General de Procesos. 

La resolución N° 12-2017 dictada por la Corte Nacional de Justicia, establece que la cosa 

juzgada es una consecuencia de haber recaído decisión definitiva en un proceso; y, como 
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excepción, supone la realidad de que un hecho que se está juzgando ya lo ha sido de modo 

definitivo en otro proceso anterior, debiendo respetarse el contenido de esa decisión. 

Por tanto la excepción previa de cosa juzgada impide que se vuelva a juzgar y emitir 

sentencia o fallo sobre algo que ya fue anteriormente materia de decisión por parte del órgano 

jurisdiccional. 

2.2.5. El procedimiento ejecutivo. 

El Código Orgánico General de Procesos en su artículo 347 textualmente dice:  

Son títulos ejecutivos siempre que contengan obligaciones de dar o hacer: 

1. Declaración de parte hecha con juramento ante una o un juzgador competente. 

2. Copia y la compulsa auténticas de las escrituras públicas. 

3. Documentos privados legalmente reconocidos o reconocidos por decisión 

judicial. 

4. Letras de cambio. 

5. Pagarés a la orden. 

6. Testamentos. 

7. Transacción extrajudicial. 

8. Los demás a los que otras leyes otorguen el carácter de títulos ejecutivos. 

(Código Orgánico General de Procesos, 2015). 

La norma procesal, establece que para iniciar un procedimiento ejecutivo, el título que sirva 

de base para el inicio del proceso debe reunir las condiciones de ejecutivo, debiendo constar 

entre los enumerados en la norma adjetiva. 

2.2.5.1. Procedencia del procedimiento ejecutivo. 

El artículo 348 del Código Orgánico General de Procesos, determina las calidades que debe 

ostentar la obligación contenida en el titulo ejecutivo:  
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Deberá ser clara, pura, determinada y actualmente exigible. Cuando la 

obligación es de dar una suma de dinero debe ser, además, líquida o liquidable 

mediante operación aritmética. Si uno de los elementos del título está sujeto a un 

indicador económico o financiero de conocimiento público, contendrá también la 

referencia de este. (Código Orgánico General de Procesos, 2015). 

Del texto legal se desprenden las calidades que debe ostentar la obligación ejecutiva, esto 

es debe ser perfectamente establecida (clara), debe conocerse de forma precisa el monto de lo 

adeudado (determinada),  no debe encontrase sometida a ninguna clase de condición ( pura); 

y, que esta no fue cumplida en el plazo o dentro del periodo de tiempo que se pactó para que 

se lo haga (actualmente exigible).  En el caso de que la obligación sea de entregar dinero la 

obligación debe estar perfectamente instituida numéricamente, y si no lo está se lo puede hacer 

a través de una operación aritmética.  

Ahora bien en el caso de que la obligación se la haya sujetado a un indicador financiero 

especifico, en el propio documento ejecutivo debe indicarse este particular. 

En la parte final del artículo 348 del Código Orgánico General de Procesos se hace 

referencia a las cláusulas de aceleración de pagos, considerando de plazo vencido aquellas 

obligaciones fruto de la aplicación de las mismas, igualmente dispone en caso de cumplimiento 

de la condición o de las condiciones resolutorias se puede ejecutar la obligación condicional y 

si por alguna circunstancia la obligación es en parte liquida y en parte no, se procederá a 

ejecutar la parte liquida. 

2.2.5.2. Requisito de procedibilidad. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo Art. 349 del Código Orgánico General de Procesos, 

la demanda que se presente para iniciar un procedimiento ejecutivo debe sujetarse 

expresamente a cumplir todos los requisitos establecidos en el los artículos 142, 143 y 144, a 
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más de esto se impone la obligación de adjuntarse el título ejecutivo a la presentación de la 

demanda, si por alguna circunstancia el documento aparejado a la misma no reúne las 

condiciones de ejecutivo, la demanda se inadmitirá. 

Art. 349.- Requisito de procedibilidad. La demanda deberá reunir los requisitos 

previstos en las reglas generales de este Código y se propondrá acompañada del 

título que reúna las condiciones de  ejecutivo. La omisión de este requisito no será 

subsanable y producirá la inadmisión de la demanda. 

Complementando esta disposición, el artículo 350 del Código Orgánico General de 

Procesos, manda al juzgador a que si a su criterio el título aparejado a la demanda no es 

ejecutivo, deniegue expresamente esta vía procesal 

2.2.5.3. Inicio del proceso y contestación a la demanda ejecutiva. 

El artículo 351 del Código Orgánico General de Procesos dispone que el juez deberá 

calificar la demanda en el término de tres días, y en el caso que el actor adjunte a la demanda 

los documentos necesarios que justifiquen el derecho de dominio del ejecutado sobre bienes, 

puede solicitar las providencias preventivas que estime necesarias las cuales se dictarán por un 

valor similar al monto de lo que se solicita en la demanda, estas deberán ser dispuestas en la 

providencia de calificación de la demanda,  hasta por el valor que cubra el monto de lo 

reclamado en la demanda.  

 En el caso de los créditos hipotecarios también se solicitara el embargo al momento de 

presentarse la demanda. El Código Orgánico General de Procesos posibilita que las 

providencias preventivas puedan solicitarse en cualquier estado del proceso en primera 

instancia. 

Para contestar la demanda se concede el término de quince días, las opciones del demandado 

al ser citado con la demanda son: 
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1. Pagar o cumplir con la obligación. 

2. Formular oposición acompañando la prueba conforme con lo previsto en este 

Código. 

3. Rendir caución con el objeto de suspender la providencia preventiva dictada, 

lo cual podrá hacer en cualquier momento del proceso, hasta antes de la 

sentencia. 

4. Reconvenir al actor con otro título ejecutivo. (Código Orgánico General de 

Procesos, 2015). 

El artículo 352 del Código Orgánico General de Procesos establece que en el caso de que el 

demandado no cumpla con la obligación, ni proponga excepciones, dentro del término que 

tiene para hacerlo, o si las excepciones son distintas a las permitidas en específicamente para 

el procedimiento ejecutivo, el administrador de justicia dictará sentencia mandando que el 

deudor cumpla con la obligación. Esta resolución no será susceptible de recurso alguno. 

2.2.5.4. Excepciones en el procedimiento ejecutivo. 

El artículo 353 del Código Orgánico General de Procesos, determina de forma taxativa las 

excepciones permitidas para el caso del procedimiento ejecutivo: 

1. Título no ejecutivo. 

2. Nulidad formal o falsedad del título. 

3. Extinción total o parcial de la obligación exigida. 

4. Existencia de auto de llamamiento a juicio por delito de usura o 

enriquecimiento privado no justificado, en el que la parte demandada del 

procedimiento ejecutivo figure como acusadora particular o denunciante del 

proceso penal y el actor del procedimiento ejecutivo sea el procesado. 
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En caso de que el auto de llamamiento a juicio sea posterior a la 

contestación a la demanda, la o el demandado podrá adjuntarlo al proceso y 

solicitar su suspensión. (Código Orgánico General de Procesos, 2015). 

Como en todo acto de proposición facultado a las partes procesales, se debe adjuntar la 

prueba de las excepciones invocadas al momento de presentar la contestación a la demanda, 

pues en caso contrario, se tendrá por no propuesta. 

2.2.5.5. Audiencia en el procedimiento ejecutivo. 

En el caso de que exista oposición, acorde a lo dispuesto en el artículo 354 del Código 

Orgánico General de Procesos, se notificará con esta a la parte actora dentro del término de tres 

días y se señalará día y hora para la audiencia única. 

La audiencia única se realizará en el término máximo de veinte días contados a partir de la 

fecha en que concluyó el término para presentar la oposición o para contestar la reconvención, 

de ser el caso, se desarrollará en dos fases: 

- Primera Fase: 

 Saneamiento 

 Fijación de los puntos en debate  

 Conciliación  

- Segunda Fase: de prueba y alegatos; esta se desarrollará en el siguiente orden:  

 Debate probatorio 

 Alegato inicial 

 Práctica de pruebas 

 Alegato final.  

La apelación de la sentencia se concederá con efecto no suspensivo, en el caso de que se 

pretenda suspender la ejecución de la sentencia se debe caucionar el valor de la obligación. 
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2.2.6. La apelación en el Código Orgánico General de Procesos. 

Acorde a lo dispuesto en el del, el recurso de apelación procede contra sentencias y autos 

interlocutorios dictados en primera instancia, y contra las providencias con respecto a las cuales 

la ley concede expresamente el recurso. Podrá interponerse de manera oral en la respectiva 

audiencia. 

El Código Orgánico General de Procesos, consagra en su texto el derecho a la impugnación 

que le asiste a los sujetos procesales, de tal manera que dentro de las formas de impugnación 

encontramos a la apelación, establecida en el artículo 256, la cual procede en contra de autos y 

sentencias que se hayan pronunciado en primera instancia y  también en contra de aquellas 

providencias que la ley prevé expresamente la facultad de apelar, respecto a cómo debe 

interponerse la ley faculta hacerlo ya sea de forma oral en la misma audiencia en la cual se 

dictó la providencia recurrida debiendo fundamentarse de manera escrita dentro de diez días 

término posterior a su notificación; o de forma escrita dentro del término de diez días contados 

a partir de la fecha de notificación del fallo o auto recurrido, en este sentido el artículo 257 del 

Código Orgánico General de Procesos, manda que la apelación:  

Se presentará por escrito dentro del término de diez días contados a partir de la 

notificación de la sentencia o auto escrito. Se exceptúa el recurso de apelación con 

efecto diferido, que se fundamentará junto con la apelación sobre lo principal o 

cuando se conteste a la apelación.  

En materia de la niñez y adolescencia, el término será de cinco días. (Código 

Orgánico General de Procesos, 2015). 

2.2.6.1. Procedimiento de la apelación. 

El procedimiento que debe darse al recurso de apelación consta en el artículo 258 del Código 

Orgánico General de Procesos, debiendo notificarse a la contraparte con la fundamentación del 
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recurso quien debe pronunciarse en el término de diez días. En materia de niñez y adolescencia 

el término será de cinco días.  

En este término la contraparte podrá adherirse fundamentadamente al recurso 

de apelación. El apelante hará valer sus derechos en audiencia. 

Tanto en la fundamentación como en la contestación, las partes anunciarán la 

prueba que se practicará en la audiencia de segunda instancia, exclusivamente si se 

trata de acreditar hechos nuevos.   

También podrá solicitarse en las correspondientes fundamentación o 

contestación la práctica de prueba que, versando sobre los mismos hechos, sólo 

haya sido posible obtenerla con posterioridad a la sentencia. 

La apelación y la adhesión no fundamentada serán rechazadas de plano, 

teniéndose por no deducido el recurso. (Código Orgánico General de Procesos, 

2015). 

2.2.5.2. Audiencia y resolución del recurso. 

En el caso de concederse el recurso de apelación por parte del juzgador de primer nivel, este 

al momento de concederla debe decir de forma específica el efecto con el cual se concede si no 

se lo hace se entiende que el efecto es suspensivo, tal como manda el artículo 259 del Código 

Orgánico General de Procesos. Si se negare el recurso de apelación puede interponerse el 

recurso de hecho.  

El artículo 260 del Código Orgánico General de Procesos,  dispone que una vez recibido el 

expediente, se convocará a audiencia en el término de quince días, en materia de niñez y 

adolescencia la audiencia se convocará en el término de diez días. 

Una vez finalizado el debate, el tribunal pronunciará su resolución. 
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2.3. Preguntas de Investigación 

1. ¿En qué consiste la tutela judicial efectiva?  

2. ¿En qué consiste la seguridad jurídica?  

3. ¿En qué consiste la excepción de cosa juzgada?  

4. ¿En el caso de estudio se ha respetado los principios constitucionales que amparan la 

tutela judicial efectiva?  

5. ¿En el caso de estudio en la sentencia de primera instancia, se aplicó el derecho a la 

tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica al aceptarse la excepción previa de cosa 

juzgada?  

6. ¿La sentencia de segunda instancia que rechazo el recurso de apelación planteado por 

el actor, fue conforme a derecho?  

CAPÍTULO III 

3. Descripción del trabajo investigativo 

3.1 Redacción del cuerpo del caso de estudio 

En el proceso estudiado el actor Alfonso Farid Meléndez Granja comparece el 28 de 

septiembre del 2017 a las 10h01 con su demanda ejecutiva en contra de Luis Miguel Gutiérrez 

Ordóñez en calidad de deudor, manifestando que le adeuda de plazo vencido la suma de quince 

mil Dólares que se encuentran impagos, demandando para que en sentencia se le condene al 

deudor al pago de: 1.- El capital adeudado que asciende a la cantidad de QUINCE MIL 

DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE NORTE AMÉRICA; 2.- Los intereses legales; 

3.- Las costas procesales en las que se incluirá los honorarios de su abogado patrocinador. 

Citado legalmente el demandado, compareció a juicio dentro del término legal correspondiente 

a ejercer su legítimo derecho a la defensa, contestando a la demanda oponiéndose a la 

pretensión del actor.  
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En la audiencia única celebrada con fecha 01 de marzo del 2018 la Jueza de la Unidad 

Judicial Civil con sede en el cantón Guaranda, dictó sentencia de forma oral, en la cual 

ACEPTA LA EXCEPCIÓN PREVIA DE COSA JUZGADA, consecuentemente declara SIN 

LUGAR LA DEMANDA ordenando su archivo. La parte actora interpuso recurso de apelación 

de la sentencia que se concedió con efecto suspensivo. 

 En audiencia de recurso de apelación, celebrada el 08 de mayo del 2018, la Sala 

Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar, rechazó el recurso de apelación 

planteado por el actor, sentencia que fue notificada por escrito con fecha 09 de mayo del 2018, 

las 15h55. 

3.2. Principales actos y diligencias evacuadas en el presente caso 

En orden cronológico se enumerará brevemente las actuaciones más relevantes dentro del 

proceso objeto de análisis, lo que facilitará la comprensión del proceso y las respuestas a las 

respuestas a las preguntas de investigación: 

3.2.1. Presentación de la demanda. 

El 28 de septiembre de 2017, las 10:01:06, Alfonso Farid Meléndez Granja presenta su 

demanda en proceso Civil, tipo de procedimiento Ejecutivo por asunto documentos privados 

legalmente reconocidos o reconocidos por decisión judicial, en contra de: Luis Miguel 

Gutiérrez Ordoñez, con los siguientes anexos: 

Por sorteo de ley la competencia se radica en la Unidad Judicial Civil con sede en el cantón 

Guaranda, conformado por Juez(a): Abogado León Velasco Luz Angélica. Secretaria(o): 

Abogado Escobar Minaya Shasmin Elena. 

Proceso número: 02331-2017-01024 (1) Primera Instancia al que se adjunta los siguientes 

documentos: 

1. Petición Inicial (original) 
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2. Acta Transaccional en Tres Fojas. (Copias Certificadas/compulsa) 

3. Copia de la Demanda, Copia de Acta Transaccional, Copia de Cédula de Ciudadanía 

y Certificado de Votación, Copia 

4. Credencial de Abogado Patrocinador. (copia Simple) 

3.2.2. Razón de citación al demandado. 

El 14 de noviembre de 2017, las 08:50  se sienta esta razón: Siento por tal que con fecha 10 de 

noviembre de 2017, recibí el acta de citación entregada por el responsable de la Oficina de 

Citaciones y Notificaciones de esta Unidad Judicial, de las cuales consta que se ha efectuado 

la citación a GUTIERREZ ORDOÑEZ LUIS MIGUEL mediante boletas fijadas 

3.2.3. Contestación a la demanda. 

El 01 de diciembre de 2017 el demandado presenta su contestación a la demanda deduciendo 

excepciones, misma que se mandó a completar en providencia de fecha 05 de diciembre del 

2017 las 15:17. 

El escrito que completaba a la contestación a la demanda se presentó con fecha 11 de 

diciembre del 2017, las 15:17, la contestación a la demanda se calificó 25 de enero del 2018.. 

3.2.4. Audiencia Única. 

La Audiencia Única se llevó a efecto el 22 de febrero de 2018, a las 11H00. La  Jueza de la 

Unidad Judicial Civil del cantón Guaranda dicta sentencia ACEPTA LA EXCEPCIÓN 

PREVIA DE COSA JUZGADA, consecuentemente declara SIN LUGAR LA DEMANDA 

ordenando su archivo. La parte actora interpuso recurso de apelación de la sentencia que se 

concedió con efecto suspensivo.  

3.2.5. Notificación por escrito con la sentencia. 

El 05 de marzo del 2018, las 16:34 la sentencia es notificada por escrito a los sujetos 

procesales. 



 

30 

 

3.2.6. Fundamentación del recurso de apelación del demando. 

El 21 de marzo del 2018 a las 09:58, se presentó la fundamentación del recurso de apelación 

presentado por el actor Alfonso Farid Meléndez Granja. 

3.2.7. Audiencia de recurso de apelación. 

El 08 de mayo del 2018, a las 09h00 se celebró la audiencia de recurso de apelación, en la 

cual los Jueces de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar rechaza 

el recurso de apelación interpuesto por el actor Alfonso Farid Meléndez Granja y CONFIRMA 

en estos términos la sentencia recurrida.  

3.3. Respuestas a las preguntas de investigación. 

3.3.1. ¿En qué consiste la tutela judicial efectiva?  

La tutela judicial efectiva, consiste en el derecho que tiene toda persona a que en caso de 

ser necesaria su comparecencia ante el órgano administrador de justicia, la resolución que se 

dicte se encuentre perfectamente adecuada a las normas legales que se aplican a determinada 

materia  debiendo desarrollarse el proceso judicial con estricto apego a la norma que lo rige y 

a la forma en que se debe ejecutar la decisión adoptada, este derecho se aplica en todo 

momento a los sujetos procesales de tal forma que asegura su derecho a poder defenderse 

legítimamente e incluso su facultad de recurrir de las decisiones judiciales. 

La tutela judicial efectiva, entonces asegura a toda persona un adecuado ejercicio de otros 

derechos, especialmente que en el caso de necesidad de comparecer ante la función judicial, 

lo hace protegido por su derecho a la tutela judicial efectiva, el cual se ejercita desde el inicio 

hasta el final de todo procedimiento judicial, y al decir el final de un procedimiento incluimos 

la resolución o sentencia e inclusive la ejecución y la impugnación.   



 

31 

 

3.3.2. ¿En qué consiste la seguridad jurídica?  

En lo que al derecho a la seguridad jurídica se refiere, este se lo entiende como un derecho 

atribuido a todas las personas que en cualquier circunstancia se vean obligadas o ante la 

necesidad de concurrir ante la administración de justicia en un proceso, este proceso se lleve a 

efecto de la manera que la ley lo establece, para lo cual la norma que lo regula debe existir 

previamente al inicio del juicio, sea cual fuere la naturaleza del proceso. En la materialización 

de este derecho se encuentra la presunción de conocimiento de la normativa jurídica 

preexistente en un determinado estado, de tal suerte que en caso de ser la persona requerida 

ante la administración de justicia, esta conoce las normas bajo las cuales se le va a juzgar y por 

tanto puede exigir su aplicación sin más argumento que el propio texto Constitucional. 

El derecho a la seguridad jurídica se encuentra consagrado en la Norma Suprema, con el fin 

de crear un ambiente de confianza entre todos los habitantes de un Estado, y en el caso de que 

por algún motivo se omita el cumplimiento de alguna norma por parte del juzgador, esto sea 

reclamado por el sujeto procesal perjudicado, exigiendo la inmediata aplicación de la ley que 

corresponde.   

3.3.3. ¿En qué consiste la excepción de cosa juzgada?  

La cosa juzgada (La Resolución N° 12-2017 Corte Nacional de Justicia) es una 

consecuencia de haber recaído decisión definitiva en un proceso; y, como excepción, supone 

la realidad de que un hecho que se está juzgando ya lo ha sido de modo definitivo en otro 

proceso anterior, debiendo respetarse el contenido de esa decisión. 

Por tanto la excepción previa de cosa juzgada impide que se vuelva a juzgar y emitir 

sentencia o fallo sobre algo que ya fue anteriormente materia de decisión por parte del órgano 

jurisdiccional. 
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3.3.4. ¿En el caso de estudio se ha respetado los principios constitucionales que 

amparan la tutela judicial efectiva? 

La sustanciación del procedimiento en sí mismo, se realizó conforme a las disposiciones del 

Código Orgánico General de Procesos, en su artículo 351 y siguientes hasta el pronunciamiento 

de la sentencia en primera instancia en la cual la juzgadora de primer nivel rechaza la demanda  

aceptando la excepción de cosa juzgada planteada por el demandado. 

En este punto es necesario decir que al analizar el pronunciamiento de la sentencia, en este 

caso la administradora de justica comete un error al aceptar la excepción de cosa juzgada pues 

tal como se ha dicho en páginas precedentes esta excepción opera de dos formas, por un lado 

la cosa juzgada formal que se refiere a cuestiones de forma y no de fondo sobre lo que se está 

juzgando; y, la cosa juzgada material es decir la que se pronuncia sobre el fondo del litigio, de 

tal suerte que al ser propuesta la excepción de cosa juzgada el demandado lo hace citando la 

sentencia de segunda instancia en el procedimiento ejecutivo N°02331-2016-01633, en el cual 

los Jueces de la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Bolívar con votos 

de mayoría aceptaron el recurso de apelación planteado por el demandado Luis Miguel 

Gutiérrez Ordoñez, fundamentando su decisión en el hecho de que revisado el proceso se 

verificó que el acta transaccional base de la demanda solamente constaba en copias simples, 

pues no existían copias certificadas ni originales en el proceso. 

En referencia a la sentencia de segunda instancia, esta confirma la sentencia subida en grado, 

en virtud de que existe  identidad subjetiva, objetiva y de causa entre el proceso ejecutivo 

N°02331-2016-01633 y el juicio que hoy se analiza. 

Cabe decir que al momento de emitirse sentencia en el proceso ejecutivo N°02331-2016-

01633, no se decidió sobre la existencia o no de la obligación, sino que se rechazó la demanda 

porque en segunda instancia no se encontró en el proceso copia certificada u original del acta 



 

33 

 

transaccional materia de la demanda, es decir se produjo una cosa juzgada formal, por lo que 

en el caso del proceso que hoy analizamos debió haberse dictado sentencia sobre el asunto 

principal del proceso, sin acogerse la excepción previa de cosa juzgada.  

3.3.5. ¿En el caso de estudio en la sentencia de primera instancia, se aplicó el derecho 

a la tutela judicial efectiva y la seguridad jurídica al aceptarse la excepción 

previa de cosa juzgada?  

Considero que en el caso objeto de estudio no se ha respetado los derechos de los sujetos 

procesales, perjudicándose a la parte actora al momento de acogerse de forma indebida la 

excepción de cosa juzgada al dictarse sentencia de primera instancia y al ser ratificada la misma 

por el tribunal de alzada.  

3.3.6. ¿La sentencia de segunda instancia que rechazo el recurso de apelación 

planteado por el actor, fue conforme a derecho?  

Desde mi punto de vista existe un perjuicio real hacia la parte actora al momento de dictarse 

sentencia de segunda instancia, esto por cuanto como ya queda expresado, la aceptación de la 

excepción previa de cosa juzgada no fue conforme a derecho, y al momento de interponerse el 

recurso de apelación que precisamente lo prevé la ley como un remedio para solucionar 

posibles atentados a los derechos de los sujetos procesales, se genera la expectativa de que el 

tribunal de segunda instancia subsane el perjuicio que a criterio del recurrente ha sufrido, y en 

el caso objeto de estudio nos encontramos con que efectivamente a pesar de que los jueces de 

segunda instancia podían haber subsanado el perjuicio que sufría el justiciable recurrente, estos 

solamente se pronuncian  sobre la identidad objetiva, subjetiva y de causa entre los dos 

procedimientos para concluir confirmando la sentencia recurrida. 

 



 

34 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO IV 

4. Resultados 

4.1 Resultados de la investigación realizada. 

Una vez concluido el análisis del caso objeto del presente trabajo de investigación, podemos 

determinar claramente que en este caso, no se ha aplicado de forma completa los principios de 

la seguridad jurídica y la tutela judicial efectiva a los sujetos procesales pues únicamente nos 

encontramos con que se los han aplicado al momento de sustanciar el proceso pero no fue así 

al emitir las sentencias tanto de primera como de segunda instancia,  pues la sentencia de 

primera instancia aceptó la excepción previa de cosa juzgada a pesar de que claramente en el 

proceso ejecutivo N°02331-2016-01633 fundamento de esta excepción previa, no se decidió 

sobre la existencia o no de la obligación, sino que se rechazó la demanda porque en segunda 

instancia no se encontró en el proceso copia certificada u original del acta transaccional materia 

de la demanda, mientras que en el caso de la resolución de segunda instancia, esta confirma en 

todos los términos la sentencia recurrida, sin que el tribunal de alzada haya cumplido 

plenamente con estos principios procesales 
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4.2. Impacto de los resultados de la investigación. 

En cuanto al caso estudiado, se evidencia que los administradores de justicia de primera y 

segunda instancia, no aplicaron de forma completa los principios consagrados en la 

Constitución de la Republica,  y normas de derecho sustantivo y adjetivo aplicables a este caso 

en particular de tal manera que su rol de garantistas de derechos no se cumplió completamente. 

 

CONCLUSIONES 

 

 Se concluye que en el proceso en estudio, la sentencia dictada por la administradora de 

justicia de primer nivel, rechazando la demanda y aceptando la excepción previa de cosa 

juzgada, no fue dictada conforme a derecho pues la juzgadora confunde la cosa juzgada 

formal con la cosa juzgada material. 

 Se concluye que del caso en estudio, la sentencia de segunda instancia, que rechazó el 

recurso de apelación, no fue dictada acorde a la realidad procesal pues en este caso la 

excepción previa de cosa juzgada no debió haber sido aceptada razón por la que el tribunal 

debió haber revocado la sentencia y aceptado la demanda.  

 Se concluye que  la excepción previa de cosa juzgada no fue resuelta conforme a derecho 

y a las disposiciones del Código Orgánico General de Procesos, pues la excepción previa 

de cosa juzgada no operaba en la presente causa al haberse dictado sentencia en un 

procedimiento anterior rechazando la demanda  pero por no adjuntar el titulo ejecutivo, es 

decir no se resolvió lo esencial o de fondo que era la existencia de la obligación, por lo 

cual en el proceso de estudio debió rechazarse la excepción previa planteada y resolverse 

sobre la existencia o no de la obligación cuyo cumplimiento se exigía en la demanda. 
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